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Región de Murcia
Consejería de Economía y Hacienda

Dirección General de Tributos

MTVV


	Nº CONSULTA: 7/2002

FECHA CONSULTA: 29/10/2002

Órgano Consulta: Oficina de Coordinación de las Unidades de Información y Atención al Ciudadano

Tasa consultada: T010. Tasa General de Administración
OBJETO CONSULTA: Cotejo de Documentos



En relación con la consulta realizada por el Sr. Jefe de Coordinación de las Unidades de Información y Atención al Ciudadano dependiente de la Dirección General de Recursos Humanos y Organización Administrativa, solicitando aclaración respecto a la aplicación de la vigente “Ley de Tasas, Precios Públicos y Contribuciones Especiales”, de 29 de Octubre de 1997, en lo relativo a la aplicación de la “Tasa T010 General de Administración”, esta Dirección General de Tributos, en virtud de las competencias que tiene atribuidas en el Decreto 33/2001 de 27 abril en su artículo 35, 1º, c) emite la siguiente

CONTESTACIÓN

PRIMERO- Plantean la duda de si están exentas o no de la Tasa General de  Administración T010, por el concepto:  “Expedición de certificados y Compulsa de Documentos”  los supuestos de “ cotejo de documentos” , literalmente exponen que :

 “ Se están planteando dudas sobre si la referida actividad de cotejo implica el devengo de tasa por parte de  las oficinas de registro, por ello solicitamos aclaración de este aspecto por ese Servicio, y , en el caso de que sí devengue tasa, nos informe de su catalogación ..”

En particular, el problema se les plantea, fundamentalmente,  en aquellos casos en los que por norma legal hay que aportar el documento original a un procedimiento, tal y como establece el art. 7 del Real Decreto 772/1999, de 7 de mayo, según el cual: “ Aportación de Documentos Originales a un procedimiento, punto 2: “ Para el ejercicio de este derecho el ciudadano aportará, junto con el documento original, una copia del mismo. La oficina de registro cotejará la copia y el  documento original, comprobando la identidad de sus contenidos, unirá el  documento original a la solicitud, escrito o comunicación al que se acompañe para su remisión al órgano destinatario y entregará la copia la ciudadano , una vez diligenciada con un sello en el que consten los siguientes datos: a)  Fecha de entrega del documento original y lugar de presentación. B) Órgano destinatario del documento original y extracto del objeto del procedimiento o actuación para cuya tramitación se aporta . – La oficina de registro llevará un registro expresivo de las copias selladas que expida, en el que anotará los datos señalados en el párrafo anterior . – 3º La copia sellada acreditará que el documento original se encuentra en poder  de la Administración correspondiente, siendo válida   a los efectos del ejercicio  por el ciudadano del derecho reconocido en el art. 35 f) d e la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común, así como para solicitar , en su caso, la devolución del documento original una vez finalizado el procedimiento o actuación o de acuerdo con lo que disponga la normativa de aplicación.”

A la vista de lo anterior debe determinarse si el  supuesto planteado es encuadrable en la Tasa General de Administración (T010), regulada en el Anexo Segundo de la Ley 7/1997, de 29 de octubre, en concreto, el Art. 1, 1º y 2º) del mismo establece que: “ Constituye el hecho imponible de la tasa la realización por la Administración de las siguientes actividades: Emisión de certificados y  Compulsa de Documentos”.


Asimismo, procede examinar el concepto de hecho imponible, dándonos una definición del mismo el artículo 28 de la Ley General Tributaria de 28 de diciembre de 1963, según el cual :”1º) El hecho imponible es el presupuesto de naturaleza jurídica o económica fijado por la ley para configurar cada tributo y cuya realización origina el nacimiento de la obligación tributaria. 2º) El tributo se exigirá con arreglo a la naturaleza jurídica del presupuesto de hecho definido por la Ley, cualquiera que sea la forma o denominación que los interesados le hayan dado, y prescindiendo de los defectos que pudieran afectar a su validez”.

SEGUNDO- Teniendo en cuenta la citada normativa  en principio, la Administración cuando  “ coteje documentos ”  no  está realizando una actividad que constituye el presupuesto jurídico necesario para el nacimiento del tributo, en este caso, la “Tasa general de Administración por los conceptos emisión de certificados y  compulsa de documento”, dado que la actividad realizada es la de “ cotejo” ; distinta a las que son objeto de imposición mediante tasa. 

No obstante, es conveniente delimitar más específicamente lo que debe entenderse por “ compulsa y cotejo de documentos “, esta cuestión está más clara en el Decreto 772/1999 mencionado,  donde viene a especificarse  y concretarse parte de los derechos reconocidos a los ciudadanos en el art.35 de la Ley 30/1992;  “Presentación de Solicitudes, Escritos y Comunicaciones”, haciendo referencia el art. 6º, -  incluido en dicho capítulo – a los “ Recibos de Presentación “, disponiendo el apartado 1º que: La expedición de los recibos acreditativos de la fecha de presentación de cualquier solicitud, escrito o comunicación, a los que se refiere el art. 70.3  de la Ley 30/1992, en los lugares señalados  en el art.2.1 de este Real Decreto, se efectuará en el mismo momento de la presentación de la solicitud, escrito o comunicación, y el apartado  2º que: “  Cuando la solicitud, escrito o comunicación esté en soporte papel y la presentación se efectúe por el ciudadano o su representante acompañando una copia, el recibo consistirá en la mencionada copia en la que se hará constar el lugar de presentación así como  la fecha. En este supuesto , el órgano competente para expedir el recibo deberá verificar la exacta concordancia entre el contenido de la solicitud, escrito o comunicación original y el de su copia.”

TERCERO.- En relación con dichos  preceptos  es conveniente tener en cuenta  la distinta significación y contenido de los términos “ compulsa” y “cotejo”, no tanto por su naturaleza que debe entenderse igual, sino por sus efectos , esto es,  de todo documento  o escrito que presenten los ciudadanos ante las Administraciones Públicas tienen derecho a obtener el correspondiente recibo, según establece el art.70.3 de la Ley 30/92. Este derecho aparece desarrollado en el citado art.6 de R.D.772/1999, donde  para la expedición y entrega del mismo  ha de proceder el órgano administrativo  a  “verificar” la exacta concordancia. ; verificación o comprobación que se realizará mediante  una actividad de “ cotejo”, término que en el diccionario de la Real Academia Española es definido como: Acción y efecto de cotejar, Cotejar: Confrontar una cosa con otra u otras, compararlas teniéndolas a la vista.”


En particular , respecto al contenido de la consulta planteada sobre los documentos originales que obligatoriamente han de aportarse al procedimiento, el art.7 del citado Real Decreto 772/99, en su apartado tercero, establece los efectos de la copia sellada del original que se da al interesado, que son distintos a los producidos por la actividad de compulsa de la Administración, disponiendo dicho apartado 3º que :

“ La copia sellada acreditará que el documento original se encuentra en poder de la Administración correspondiente, siendo válida a los efectos del ejercicio por el ciudadano de los derechos reconocidos en el artículo 35 f) de la Ley 30/1992..., así como para solicitar, en su caso, la devolución del documento original una vez finalizado el procedimiento o actuación o de acuerdo con lo que disponga la normativa de aplicación.” 

CUARTO.- El análisis e interrelación de lo indicado en el apartado TERCERO de este Informe , conexionado con lo hasta ahora expuesto sirven para ofrecernos una solución a la cuestión planteada, esto es , la clave de la diferenciación entre “ cotejo” y “ compulsa “ viene determinada porque ésta última se realiza y produce efectos por la “consignación de diligencia de compulsa”, donde se verifica y se acredita, mediante dicho sello, en la copia, la equivalencia  del contenido del documento con el original  ( artículos  7 y 8 del R. D.772/1999 ), actividad que no se produce con el simple cotejo , necesario para que la Administración expida todo recibo de la documentación presentada por los ciudadanos en los registros públicos ( artículos 70.3 de la Ley 30/1992 y 6 del R.D. 772/1999 ) , pero sin que dicho recibo de presentación implique la citada acreditación que toda compulsa de documentos conlleva; ello también se manifiesta en el contenido de la dicción del art. 7, 2º, a) y b) del Real Decreto 772/1999, donde en el sello de la copia del original entregado a la Administración sólo ha de hacerse constar la fecha de entrega del documento original y lugar de presentación, el órgano destinatario del documento original y extracto del objeto del procedimiento , pero a diferencia de la “compulsa” no hay identificación de la persona que expide la copia.

QUINTO.- En segundo lugar, debe analizarse si, en los supuestos planteados, concurren el resto de elementos que configuran el tributo para determinar , en base a ello, su exigibilidad ; esto es , debe traerse a colación lo relativo a quien considera la Ley sujeto pasivo de la citada Tasa, así como su devengo y posibles bonificaciones y exenciones. Ello viene regulado también en la Ley 7/1997, de 29 de octubre, en sus artículos 2 y 3 de la Tasa  T010  referenciada, disponiendo el art.2º que: “Son sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas que soliciten la realización de alguna de las actividades que constituyen el hecho imponible o se beneficien directamente de las mismas”; añadiendo el art.3 que: “La Tasa se devengará  en el momento de la solicitud de realización de actividades  que constituyen el hecho imponible o cuando se trate de actividades para las que no haya mediado solicitud, en el momento de realizarse la actividad administrativa” ; y, en los casos  de aportación de documentos originales al procedimiento el interesado “ no está solicitando la compulsa”  sino única y exclusivamente aportando originales a un procedimiento por exigirlo una norma de forma expresa, a  esto debe añadirse que , si en estos casos el interesado al presentar el documento “ solicita diligencia de compulsa en la copia”  deberá exigírsele el abono de la tasa.
SEXTO.- Así pues, podemos observar que en el presente caso, no concurren  los requisitos objetivos, establecidos normativamente, para requerir el pago de la Tasa por  emisión de certificados  y compulsa de documentos; dado que la actividad de cotejo para “expedir  recibo” de todo documento presentado en los Registros de las Administraciones Públicas,  se realiza al amparo y en cumplimiento de los artículos 70.3 de la Ley 30/1992, 6º y 7º, apartado 2º, a) y b) del Real Decreto 772/1999, con un contenido y significado distinto al establecido por la Ley para la expedición de copias auténticas y compulsa de documentos expedidos con la finalidad de acreditar la misma validez que el original y no sólo la fecha de presentación, consideraciones que son extensibles al supuesto concreto de aportación de documentos originales a un procedimento donde sus efectos son establecidos de forma detallada en el mencionado  art.7 del Real Decreto 772/1992, en concreto su apartado 3º indica que “ La copia sellada  acreditará que el documento original se encuentra en poder de la Administración correspondiente...” Copia sellada que no es igual a “ copia compulsada”, cuyos requisitos y efectos están regulados en el art.8  y 9 del citado Real Decreto. Así pues, desde este punto de vista y en virtud de la normativa  que lo desarrolla, la actividad de cotejo no puede equipararse a la compulsa y,  por tanto, no se realiza por la Administración, en estos casos,  el presupuesto  jurídico configurado por la Ley de Tasas como hecho imponible, esto es, no hay obligación de pagar la tasa en estos supuestos.
SEPTIMO.- Por último, no debe olvidarse que  el principio de legalidad tributaria conlleva la necesidad de ceñirse  en toda actuación de exacción de tributos,   a la  naturaleza  y ámbito específico del hecho imponible, esto es, la Tasa T010,” diligencia de compulsa” en los términos expuestos, criterio que se desprende de la propia Ley General Tributaria, cuyo artículo 23, 3º dispone que: “ No se admitirá la analogía para extender más allá de sus términos estrictos el ámbito del hecho imponible o el de las exenciones o bonificaciones.”

En base a los razonamientos  expuestos, la Oficina de Coordinación de las Unidades de Información y Atención al ciudadano así como el resto de Consejerías de esta Comunidad Autónoma, no deben exigir el abono de la tasa T010 por el concepto " expedición de certificados y compulsa de documentos ", cuando se trate únicamente de realizar el cotejo para expedir recibos  de documentos presentados en los Registros de esta  Administración, sin existir sello o acreditación de “ diligencia de compulsa”, incluso cuando se trate de aportar documentos originales al procedimiento, cuya copia sellada tiene los efectos indicados con anterioridad (apartado 3º del art.7 del R.D.772/99), sin que  se confundan con los propios de  toda compulsa.
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